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Disposición transitoria única. Efectos retroactivos.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor
de la presente Ley Orgánica, los Juzgados y Tribunales
competentes, de oficio o a solicitud de parte y previa
audiencia del Ministerio Fiscal, revisarán las sentencias
condenatorias firmes y no ejecutadas totalmente dic-
tadas como consecuencia de los hechos que en virtud
de esta Ley Orgánica han dejado de ser delito.

En todo caso, serán cancelados de oficio, previo infor-
me del Juez o Tribunal sentenciador, los antecedentes
penales derivados de dichos delitos incluso en el supues-
to de sentencias totalmente ejecutadas.

De igual modo, serán sobreseídos y archivados de
oficio los procedimientos penales incoados por tales
hechos en los que no haya recaído sentencia firme.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente
Ley Orgánica.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.
Madrid, 22 de mayo de 2002.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

9849 CORRECCIÓN de errores de la Ley 22/2001,
de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos
de Compensación Interterritorial.

Advertido error en la Ley 22/2001, de 27 de diciem-
bre, reguladora de los Fondos de Compensación Inter-
territorial, publicada en el «Boletín Oficial del Estado»
número 313, del día 31 de diciembre de 2001, se pro-
cede a efectuar la oportuna rectificación:

En la página 50421, primera columna, en el artícu-
lo 5.1.3), donde dice:

«Ti = rFni[1 — (
p

Ri/R)]»
debe decir:

«Ti = rFni[1 — (Ri/
p

R)]»

9850 INSTRUMENTO de Ratificación del Convenio
Internacional para la Represión de la Finan-
ciación del Terrorismo, hecho en Nueva York
el 9 de diciembre de 1999.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 8 de enero de 2001, el Plenipo-
tenciario de España, nombrado en buena y debida forma
al efecto, firmó en Nueva York el Convenio Internacional
para la Represión de la Financiación del Terrorismo,
hecho en Nueva York el 9 de diciembre de 1999,

Vistos y examinados el Preámbulo, los veintiocho ar-
tículos y el anexo de dicho Convenio,

Concedida por las Cortes Generales la Autorización
prevista en el artículo 94.1 de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en el mismo se
dispone, como en virtud del presente lo apruebo y rati-
fico, prometiendo cumplirlo, observarlo y hacer que se
cumpla y observe puntualmente en todas sus partes,
a cuyo fin, para su mayor validación y firmeza, MANDO
expedir este Instrumento de Ratificación firmado por Mí,
debidamente sellado y refrendado por el infrascrito
Ministro de Asuntos Exteriores, con la siguiente Decla-
ración:

«De conformidad con lo prevenido en el párrafo 3
del artículo 7, el Reino de España informa que sus Tri-
bunales tienen competencia internacional en los supues-
tos con templados en los párrafos 1 y 2 en aplicación
del artículo 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
número 6/1985, de 1 de julio de 1985.»

Dado en Madrid a 1 de abril de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,
JOSEP PIQUÉ I CAMPS

CONVENIO INTERNACIONAL PAPA LA REPRESIÓN
DE LA FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

PREÁMBULO

Los Estados Partes en el presente Convenio,

Teniendo presentes los propósitos y principios de la
Carta de las Naciones Unidas relativos al mantenimiento
de la paz y la seguridad internacionales y al fomento
de las relaciones de amistad y buena vecindad y la coo-
peración entre los Estados,

Profundamente preocupados por el hecho de que se
intensifican en todo el mundo los atentados terroristas
en todas sus formas y manifestaciones,

Recordando la Declaración con motivo del Cincuen-
tenario de las Naciones Unidas contenida en la Reso-
lución 50/6 de la Asamblea General, de 24 de octubre
de 1995,

Recordando también todas las resoluciones pertinen-
tes de la Asamblea General sobre la cuestión, incluida
la Resolución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, y
su anexo sobre la Declaración sobre Medidas para Eli-
minar el Terrorismo Internacional, en la que los Estados
Miembros de las Naciones Unidas reafirmaron solem-
nemente que condenaban en términos inequívocos
todos los actos, métodos y prácticas terroristas por con-
siderarlos criminales e injustificables, dondequiera y
quienquiera los cometiera, incluidos los que pusieran
en peligro las relaciones de amistad entre los Estados
y los pueblos y amenazaran la integridad territorial y
la seguridad de los Estados,

Observando que en la Declaración sobre Medidas
para Eliminar el Terrorismo Internacional se alentaba ade-
más a los Estados a que examinaran con urgencia el
alcance de las disposiciones jurídicas internacionales
vigentes sobre prevención, represión y eliminación del
terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin
de asegurar la existencia de un marco jurídico global
que abarcara todos los aspectos de la cuestión,

Recordando la Resolución 51/210 de la Asamblea
General, de 17 de diciembre de 1996, en cuyo párrafo 3,
inciso f), la Asamblea exhortó a todos los Estados a que
adoptaran medidas para prevenir y contrarrestar,
mediante medidas internas apropiadas, la financiación
de terroristas y de organizaciones terroristas, ya sea que
se hiciera en forma directa o indirecta, por conducto
de organizaciones que tuvieran además o que procla-
maran tener objetivos caritativos, sociales o culturales,


